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SENTENCIA 

 

Se encuentra ante nuestra consideración una Moción De Desestimación, radicada por el 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico (ELA) y su correspondiente Oposición A Moción De 

Desestimación (Oposición), radicada por el Centro Para La Reconstrucción Del Hábitat, Inc. 

(CRH)1. [entadas 5 y 16]. 

I. TRASFONDO PROCESAL RELEVANTE 

El 3 de febrero de 2022, CRH radicó una Demanda en contra del ELA sobre sentencia 

declaratoria, “injunction” e infracción a derechos civiles. En esta, alegó que la “Ley Para Limitar 

el Uso de Imágenes Captadas por los Sistemas Aéreos no Tripulados”, Ley Núm. 68-2021 (1 

LPRA sec. 931) (Ley 68-2021) se aprobó con el propósito de establecer prohibiciones al uso de 

sistemas aéreos no tripulados. Manifestó, que las prohibiciones de esta ley son amplias y vagas al 

impedir que cualquier persona efectúe actos de libertad de expresión protegidos por la Primera 

Enmienda de la Constitución de Estados Unidos (Enmda. I Const. EE. UU., LPRA, Tomo 1) y la 

Carta de Derechos de la Constitución de Puerto Rico. (Art. II, Const. ELA, LPRA, Tomo 1). 

 En síntesis, CRH señaló que es la única organización dedicada a detener el problema de 

las propiedades deterioradas y abandonadas en los municipios y comunidades. Añadió, además, 

que, para ejecutar su labor en alianzas con diversos municipios, toma imágenes aéreas de las 

propiedades que representan riesgos por condición de estorbo público. Expuso que, en las 

propiedades con acceso limitado, identificadas en abandono y peligro, utiliza sistemas aéreos no 

tripulados o “drones” para identificar la existencia de riesgos. CRH arguye, que los municipios 

utilizan estas capturas de imágenes como prueba para fundamentar la declaración formal de 

estorbo público, según requerido por ley. 

 
1 Ambas partes replicaron a lo anterior mediante escritos intitulados Réplica A “Oposición […] (Réplica) y Moción 

En Oposición a Réplica […] (Dúplica). [entradas 17 y 20]. 
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A su vez, planteó que las disposiciones de la Ley 68-2021, supra, son vagas y amplias, 

pues prohíben de facto el uso de “drones” en Puerto Rico y no permiten, ni siquiera a las entidades 

gubernamentales, utilizar los “drones” para realizar actividades de planificación y ordenamiento 

territorial, lo cual les impide el cumplimiento de sus deberes ministeriales. Además, indicó que la 

Ley 68-2021, supra, establece un requerimiento de consentimiento que crea un impedimento en 

los esfuerzos del Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales (CRIM), quien busca cobrar 

las contribuciones de las propiedades que contienen piscinas que no han sido registradas o tasadas. 

Por último, señaló que no queda claro si el consentimiento de la controvertida ley se extiende a 

propiedades sin expectativa de privacidad. Por tal razón, solicitó que se ordene un “injunction” 

permanente que paralice la vigencia de la Ley Núm. 68-2021, supra, y, además, que se declare 

inconstitucional.  

El 13 de abril de 2022, el ELA radicó una Moción De Desestimación. En esta, arguyó que 

la Ley 68-2021, supra, se aprobó con el propósito de regular el uso de los “drones”, para proteger 

la intimidad de la ciudadanía. Indicó que la Ley prohíbe la toma de fotografías y videos, con 

“drones”, a personas en un espacio donde tengan una expectativa de intimidad, sin su 

consentimiento. Añadió que, la Ley se aprobó con el propósito de impedir que se violente la 

intimidad de la ciudadanía, particularmente para evitar que las fotos o videos capturados sean 

traspasados y comercializados sin el consentimiento de la ciudadanía.  

Asimismo, el ELA argumentó que CRH pretende atacar de su faz la validez de la ley bajo 

las doctrinas de vaguedad y amplitud. Sin embargo, para considerar los planteamientos bajo estas 

doctrinas, deben verse afectados derechos de libertad de expresión y asociación. Así pues, el ELA 

sostuvo que, de no existir conducta que sea catalogada como expresión, las doctrinas de vaguedad 

o amplitud excesiva no se podrían utilizar para atacarla de su faz. De este modo, planteó que la 

parte demandante no posee legitimación activa toda vez que no se le ha aplicado la ley. 

Por otro lado, el ELA también planteó que la Ley 68-2021, supra, busca prohibir que las 

agencias del gobierno utilicen los “drones” para llevar a cabo vigilancia de, recolectar evidencia o 

información acerca de, o fotografiar o electrónicamente grabar, personas o propiedades privadas 

específicas, sin su consentimiento; salvo que exista una orden de registro. Del mismo modo, 

sostuvo que el requisito de consentimiento incorporado en la Ley 68-2021, supra, se refiere a las 

propiedades donde exista una expectativa de intimidad. Con ello, el ELA indicó que la Ley 68-

2021, supra, protege solo aquella propiedad privada o cualquier otro lugar donde una persona 

tenga una expectativa razonable de intimidad, para el resto no. De esta forma, planteó que una casa 

habitada es una propiedad privada específica, cuyos residentes gozan de una expectativa de 
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intimidad, mientras que una propiedad abandonada no cae dentro de esta categoría. Igualmente, el 

ELA indicó que, la Ley 68-2021, supra, no prohíbe que los ciudadanos tomen videos de propiedad 

pública del gobierno, o bienes comunes o bienes de dominio público, como lo es la Zona Marítimo 

Terrestre (ZMT). Por el contrario, razonó que la citada ley solo cobija propiedades privadas y no 

a las propiedades públicas. 

A su vez, el ELA insistió en que, analizados los actos de CRH, estos no constituyen 

expresión, y, en su lugar, son funciones realizadas como parte de su trabajo, ya sea contratados por 

los municipios o por su función como asociación sin fines de lucro. En la alternativa, planteó que, 

aún si se determina que los actos efectuados por CRH constituyen expresión, no se trataría de 

expresión protegida, pues no existe un derecho constitucional a utilizar un dron para grabar o tomar 

fotografías de propiedades privadas específicas, sin el consentimiento de sus propietarios. 

Finalmente, el ELA insistió nuevamente en que, como no se trata de una interferencia con el 

ejercicio de expresión constitucionalmente protegido, no corresponde aplicar la doctrina de 

vaguedad para impugnar de su faz la constitucionalidad de la Ley 68-2021, supra. En vista de ello, 

solicitó que se desestime el caso. 

Luego de varios trámites procesales, el 18 de junio de 2022, CRH radicó su Oposición. En 

síntesis, expuso que, aun cuando el ELA argumentó que la Ley 68-2021, supra, exime 

categóricamente a las propiedades abandonadas del requisito de consentimiento y coincide en 

varios puntos, se debe precisar el lenguaje de la ley que pretende regular la utilización de “drones”. 

A su vez, señaló que no cuestiona los principio que protegen el derecho a la intimidad de las 

personas en los lugares que existe una expectativa de intimidad.  

Al mismo tiempo, CRH coincidió en que la Ley 68-2021, supra, prohíbe que el gobierno 

o cualquier persona, utilice un “dron” para grabar o tomarle fotografías a una persona o su 

propiedad en la que tenga una expectativa razonable de intimidad, sin su consentimiento. Sin 

embargo, expuso que, al aprobar la Ley 68-2021, supra, no se contempló lo oneroso que sería 

pedir consentimiento en el caso de propiedades en abandono. Para ello, argumentó que, aun cuando 

la propiedad esté deshabitada y esté en proceso de declaración de estorbo público, continúa siendo 

propiedad privada, pues la titularidad no pasa automáticamente a un municipio. 

  Por otro lado, planteó que no queda claro si un miembro de su equipo técnico puede ser 

procesado bajo la Ley 68-2021, supra, a pesar de haber tomado las precauciones necesarias, 

verificar que la propiedad no esté ocupada siguiendo fehacientemente los parámetros establecidos 

en el Código Municipal, infra, y conocimiento técnico especializado.  De este modo, insistió en 

que no se incluyó dentro de las definiciones en la Ley 68-2021, supra, los conceptos como 
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“vacante”, “abandonada” y “estorbo público”. Añadió que, si bien coincide con varias 

conclusiones que esbozó el ELA en su Moción De Desestimación, estas no tienen peso fuera del 

presente caso. Por tal razón, manifestó que el CRH aboga por enmiendas que clarifiquen la Ley 

68-2021, supra, o, como mínimo, que las conclusiones expuestas por el Estado en su escrito 

puedan ser plasmadas formalmente en una Opinión del Secretario.  Expuso que el CRH no 

pretende, por sí, enmendar la Ley 68-2021, supra, pero si pretende alzar voz de la vaguedad que 

posee este estatuto. 

Por otro lado, manifestó que no procede la desestimación porque el ELA admitió que la 

Ley 68-2021, supra, no define consentimiento y vigilancia. Además, razonó que, dado que el ELA 

tuvo que recurrir a la jurisprudencia y fuentes supletorias por analogía para definir estos conceptos, 

se apoya su planteamiento de ambigüedad y vaguedad del alcance de esta ley. A su vez, expuso 

que una persona común no podría entender con una mera lectura el alcance de la Ley 68-2021, 

supra, si el mismo ELA tuvo que realizar dicho ejercicio. Por ello, insistió en que, como entidad 

que utiliza “drones” para propósitos de asistencia en la fiscalización gubernamental, la Ley 68-

2021, supra, sí prohíbe de forma amplia, vaga y excesivamente el uso de estos artefactos, lo que 

justifica  que se debe paralizar sus efectos hasta tanto se aclare. Sostuvo que, recibió varias 

consultas de municipios colaboradores que cuestionan si la implementación de la Ley 68-2021, 

supra, limita el progreso de los programas municipales de manejo de estorbos públicos, pues el 

uso de “drones” es una herramienta útil en dichas inspecciones. Por tal razón, solicitó que se 

declarare inconstitucional la Ley 68-2021, supra, por vaguedad y amplitud excesiva.  

Del mismo modo, sostuvo que CRH sí posee legitimación porque tiene acuerdos 

colaborativos para proveer asistencia técnica y apoyo legal a comunidades, organizaciones sin 

fines de lucro y gobiernos locales interesados en rehabilitar propiedad deterioradas. Además, CRH 

sostuvo que posee legitimación, ya que sufría un daño claro y palpable, pues “entendía” que estaba 

impedido de utilizar “drones” en la investigación de posibles estorbos públicos. Argumentó que, 

al momento de leer la Ley 68-2021, supra, se desprende la conexión entre el daño alegado, a saber, 

la prohibición del uso de “drones” para investigar propiedades en abandono con riesgos palpables 

que podrían representar condiciones de estorbos públicos y sus funciones. 

  Finalmente, expuso que los municipios están facultados a incursionar o entrar en cualquier 

sitio que sospecha perjudicial, en virtud del Código Municipal, infra. De este modo, insistió en 

que debe precisarse el lenguaje de la Ley, porque no se aclara que toda propiedad abandonada no 

tiene expectativa razonable de intimidad, lo que se requiere un análisis caso a caso. CRH explicó 

que, antes de poseer un inventario preliminar de estorbos públicos, según dispuesto en el Código 
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Municipal, infra, se debe llevar a cabo un proceso de inspección de la propiedad para documentar 

esos riesgos perjudiciales a la salud pública, seguridad y medio ambiente. Dicha investigación 

podrá conllevar a la identificación de cierto estado de abandono, el cual debe ser corregido con un 

plan de mejoras pactado, o de lo contrario, resultaría en la declaración de estorbo público y posible 

imposición de multas.  

El 24 de junio de 2022, el ELA presentó una Réplica. Mediante esta, insistió en los 

argumentos que esbozó en su Moción De Desestimación. De esta manera, planteó que CRH no 

alegó que está impedida de llevar a cabo una conducta expresiva, meramente señaló que sus labores 

se ven amenazadas por la Ley Núm. 68-2021, supra. Adujo que CRH no rebatió su argumento en 

cuanto a que carece de legitimación activa para atacar de su faz la Ley 68-2021, supra. Señaló que, 

la solicitud de CRH para que se incluya una definición de consentimiento o vigilancia, no es 

suficiente para invalidar una ley por vaga o excesivamente amplia, y más aún cuando cualquier 

persona de inteligencia común puede entender a lo que se refiere la ley. El ELA expuso que la 

preocupación de la parte demandante, en cuanto a la utilización de “drones” como 

herramienta de seguridad para observar casas que puedan representar un riesgo de derrumbe o 

entre otros peligros, ya está contemplada en la Ley 68-2021, supra, pues dispone que sus 

prohibiciones no se aplicarán en situaciones de emergencia o seguridad, que representen un 

inminente peligro para la vida o grave daño corporal. 

A su vez, el ELA sostuvo que les corresponde a los tribunales determinar, caso a caso, en 

qué lugar una persona tendría una expectativa razonable de intimidad. Finalmente, insistió en que, 

1) la causa de acción presentada por CRH no está fundamentada en una expresión protegida por el 

derecho de la libertad de expresión, por lo que no aplican las doctrinas de vaguedad y amplitud 

excesiva; y 2) CRH no posee legitimación en el presente caso, pues no se le ha aplicado la Ley. 

Así, pues, insistió en que procede desestimar la demanda. 

En respuesta, el 19 de noviembre de 2022, CRH presentó su Dúplica. En síntesis, reiteró 

su posición e insistió en que, según la redacción de la Ley 68-2021, supra, todo su personal está 

expuesto a ser procesado de forma civil y criminal. Por otro lado, argumentó que, aun cuando el 

ELA sostuvo lo contrario, es oneroso conseguir el consentimiento del propietario de una propiedad 

que está siendo considerada como un estorbo público, puesto que estos inmuebles caen en el estado 

de deterioro precario, porque no se conoce quién es el dueño o, si este falleció, los herederos no 

llegan a un acuerdo para con la propiedad. A su vez, insistió en que, el texto de la Ley 68-2021, 

supra, es demasiado amplio y ambiguo en la manera en que está redactado, por lo que se debió 

haber hecho una consulta más exhaustiva con las personas y/o organizaciones que utilizan los 
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“drones” en sus actividades diarias. Sostuvo que el texto de la Ley 68-2021, supra, no solo expone 

a los miembros del CRH a un delito penal menos grave, sino que también los expone a una acción 

civil. A su juicio, la ley debe ser clara y especificar a quién le aplica y quienes están excluidos de 

sus disposiciones. 

II. DERECHO APLICABLE 

A. Moción de Desestimación 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V., R. 10.2), establece los 

fundamentos para solicitar la desestimación de una demanda. Estos son: 

(1) falta de jurisdicción sobre la materia; (2) falta de jurisdicción 

sobre la persona; (3) insuficiencia del emplazamiento; (4) 

insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento; (5) dejar de 

exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio 

[y,] (6) [por] dejar de acumular una parte indispensable.  

 

En lo pertinente, dos de las causales de desestimación establecidas en la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, supra, se refieren a la jurisdicción, ya sea sobre la persona o sobre la materia. 

Es decir, que para que el tribunal pueda atender y adjudicar un caso debe tener tanto jurisdicción 

sobre la materia como sobre las partes litigiosas. Shell v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122 

(2012). Se entiende que la jurisdicción sobre la persona es “[e]l poder del tribunal para sujetar a 

una parte a su decisión”. Es decir, es la autoridad de la corte para “emitir una decisión obligatoria 

para las partes declarando sus respectivos derechos y obligaciones”. Trans-Oceanic Life Ins. v. 

Oracle Corp., 184 DPR 689, 701 (2012).  

La referida Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, le permite al demandado en un pleito 

solicitar la desestimación de la demanda instada en su contra antes de presentar su contestación a 

la demanda, aduciendo que la demanda no expone una reclamación que justifique la concesión de 

un remedio. Torres Torres v. Torres et al., 179 DPR 481, 501 (2010). En este ejercicio, las 

alegaciones hechas en la demanda hay que interpretarlas conjunta y liberalmente a favor del 

demandante.  Íd., pág. 502. Es decir, la moción de desestimación admite los hechos alegados en la 

demanda o en la alegación contra la cual se formula. R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de 

Puerto Rico, Derecho Procesal Civil, 6ta ed., San Juan, LexisNexis, 2017, pág. 307. Así, al 

disponer de una moción de desestimación, el tribunal está compelido a dar por ciertas y buenas 

todas las alegaciones fácticas de la demanda radicada que hayan sido aseveradas de manera clara. 

Asociación de Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 180 DPR 920, 935 (2011); Roldán Rosario v. 

Lutrón, S.M., Inc., 151 DPR 883, 891 (2000).     

Un pleito podrá ser desestimado “únicamente cuando de los hechos alegados no puede 

concederse remedio alguno a favor del demandante”.  Torres Torres v. Torres et al., supra, pág. 
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502. Es decir, conforme a las disposiciones de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, y la 

jurisprudencia desarrollada sobre la misma, es forzoso concluir que para que una parte demandada 

prevalezca en su moción de desestimación, esta tiene que demostrar que, aunque el tribunal 

favorezca totalmente la reclamación del demandante, no puede concederse remedio alguno. 

Consejo De Titulares v. Gómez Estremera et al., 184 DPR 407, 423 (2012).  

En torno a este mecanismo dispositivo, nuestro Tribunal Supremo aclaró que una solicitud 

de desestimación, bajo el referido fundamento, se dirige a los méritos de la controversia y no a los 

demás aspectos procesales del caso como las demás mociones al amparo de la Regla 10.2 de 

Procedimiento Civil, supra. Montañez v. Hospital Metropolitano, 157 DPR 96, 104-105 (2002). 

Por ello, en su evaluación, el tribunal considerará los hechos de la forma más favorable a la parte 

demandante, aplicando la experiencia y el sentido común para determinar si a base de los hechos 

bien alegados, la demanda establece una reclamación plausible que justifique que el demandante 

tiene derecho a un remedio. Torres Torres v. Torres Serrano, supra, pág. 502; Roldán v. Lutrón, 

S. M., Inc., supra, pág. 891 (2000). Hernández Colón, op cit., pág. 307.  Además, el tribunal debe 

conceder el beneficio de toda inferencia que pueda efectuar de los hechos correctamente alegados 

en la demanda. Montañez v. Hospital Metropolitano, supra, pág. 105. Ninguna alegación se debe 

desestimar, a menos que el tribunal esté totalmente convencido que su insuficiencia sea de tal 

naturaleza que no permita el ejercicio de la acción correspondiente. Rodríguez v. Tribunal 

Municipal, 74 DPR 656, 665 (1953). 

En cuanto a una solicitud de desestimación bajo la defensa de que la demanda deja de 

exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio, el tribunal debe identificar los 

elementos que establecen la causa de acción y las meras alegaciones concluyentes que no pueden 

presumirse como ciertas. Véase, Hernández Colón, op cit., pág. 307. Véase, además, Ashcroft v. 

Iqbal, 129 S.Ct. 1937 (2009) y Bell Atlantic Corp. v. Twombly, 550 US 544 (2007).  

B. Sentencia Declaratoria  

La sentencia declaratoria, provista en la Regla 59 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. 

V, R. 59) es un mecanismo de índole remedial o profiláctico que permite dilucidar en los méritos 

cualquier causa de acción, mediante una declaración previa de derechos, siempre y cuando exista 

un peligro potencial para el promovente. Romero Barceló v. E.L.A., 169 DPR 460, 475 (2006); J. 

Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2nda Ed. Tomo V, 2011, pág. 1785. Por tanto, 

es un remedio anterior al ejercicio efectivo de una causa de acción convencional. Íd.; Moscoso v. 

Rivera, 76 DPR 481, 489 (1954). Sobre el particular, la Regla 59.1 de Procedimiento Civil, supra, 

dispone que: 

SJ2022CV00751 16/03/2023 08:59:01 a.m. Página 7 de 23



Página 8 de 23 

El Tribunal de Primera Instancia tendrá autoridad para declarar 

derechos, estados y otras relaciones jurídicas, aunque se inste o 

pueda instarse otro remedio. No se estimará como motivo suficiente 

para atacar un procedimiento o una acción el que se solicite una 

resolución o sentencia declaratoria. La declaración podrá ser en su 

forma y efectos, afirmativa o negativa, y tendrá la eficacia y el vigor 

de las sentencias o resoluciones definitivas. Independientemente de 

lo dispuesto en la Regla 37, el tribunal podrá ordenar una vista 

rápida de un pleito de sentencia declaratoria, dándole preferencia en 

el calendario.  

 

Independientemente de que existan otros remedios, la sentencia declaratoria es el 

mecanismo adecuado para declarar derechos, estados y otras relaciones de naturaleza jurídica. 

Alcalde Guayama v. ELA, 192 DPR 329, 333 (2015). Debe utilizarse cuando permite poner un 

punto final a situaciones de incertidumbre o inseguridad en cuanto a derechos. Suárez v. CEE, 163 

DPR 347 (2004).  

Cuevas Segarra nos explica que, para incoar una demanda de sentencia declaratoria, no es 

menester que exista una causa de acción; o sea, no es necesario que se haya violentado algún 

derecho o incumplido algún deber. Cuevas Segarra, op. cit., pág., 1789. Así, pues, la sentencia 

declaratoria puede referirse a la existencia o ausencia de un derecho. Íd. Lo determinante es que la 

disputa se base en hechos específicos; pues, de lo contrario, adquiría un matiz teórico que excluiría 

la controversia del ámbito legítimo de la sentencia declaratoria. Íd.; Coca-Cola v. Unión de 

Tronquistas, 109 DPR 834, 837 (1980). Por consiguiente, la controversia debe ser justiciable y no 

abstracta. Íd., pág. 839.  

El criterio rector en cuanto a la existencia de una controversia que amerite ser resuelta 

mediante el uso de una sentencia declaratoria es la probabilidad sustancial de que en un futuro se 

entable un litigio plenario, en caso de no dictarse una sentencia declaratoria. Cuevas Segarra, op. 

cit., pág. 1797. Desde entonces, “la controversia no debe ser abstracta, teórica, remota, académica, 

o especulativa, esto es, debe tener suficiente actualidad, y si el daño que se pueda ocasionar en el 

futuro depende de hechos contingentes que son demasiado especulativos, no podría obtenerse una 

declaración judicial anticipada.” Moscoso v. Rivera, supra, pág. 492; Sánchez et al. v. Srio. De 

Justicia et al., 157 DPR 360, 384 (2002). 

C. Justiciabilidad y la legitimación 

Conforme al principio de justiciabilidad, los tribunales deben limitar su intervención para 

resolver controversias reales y definidas que afectan las relaciones jurídicas de partes antagónicas 

u opuestas. UPR v. Laborde Torres y otros, 180 DPR 253, 279-280 (2010). Esta limitación tiene 

el propósito de que los tribunales puedan precisar el momento oportuno para su intervención. Íd. 

Además, un caso no será justiciable cuando presente aquella controversia en la que: (1) se trata de 
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resolver una cuestión política; (2) una de las partes no tiene legitimación activa; (3) después que 

ha comenzado el pleito, hechos posteriores la convierten en académica; (4) las partes buscan 

obtener una opinión consultiva, o (5) se promueve un pleito que no está maduro.” Asoc. 

Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, supra, pág. 932. Es decir, un tribunal de justicia no debe atender 

una controversia de carácter hipotético, abstracto o ficticio. Íd.  Cónsono con lo anterior, la 

legitimación activa es una de las doctrinas que da vida al principio de justiciabilidad. Sánchez et 

al. v. Srio. de Justicia et al., supra, pág. 370. 

El concepto de legitimación activa está recogido en nuestro ordenamiento procesal civil en 

la Regla 15.1 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap.  V., R. 15.1). La aludida Regla, dispone que 

“[t]odo pleito se tramitará a nombre de la persona que por ley tenga el derecho que se 

reclama”. (Énfasis nuestro). Por lo tanto, la legitimación activa es la razón jurídica que asiste a la 

parte actora para comparecer ante el tribunal y obtener una sentencia vinculante. Hernández Colón, 

op cit., pág. 121. El propósito de mencionada doctrina es demostrarle al tribunal que el demandante 

tiene un interés en el pleito “de tal índole que, con toda probabilidad, proseguirá su causa de acción 

vigorosamente y traerá a la atención del tribunal las cuestiones en controversia”. Sánchez et al. v. 

Srio. de Justicia et al, supra, pág. 371, citando a Hernández Agosto v. Romero Barceló, 112 DPR 

407, 413 (1982).  Además, la legitimación de quien promueve una acción es requisito 

indispensable en todo proceso judicial. Hernández Colón, op cit., pág. 118.  

Sin embargo, es importante no pasar por alto que la doctrina de legitimación activa difiere 

de los otros elementos de justiciabilidad. Col. Ópticos de P.R. v. Vani Visual Center, 124 DPR 

559, 564 (1989), citando a Com. de la Mujer v. Srio. de Justicia, 109 DPR 715, 723 (1980). Esta 

doctrina es diferente porque “gira primordialmente en torno a la parte que prosigue la acción 

y solo secundariamente en cuanto a las cuestiones a adjudicarse”. Íd. (Énfasis nuestro). Es por eso 

por lo que el promovente de una acción judicial tiene que demostrar que: “(1) ha sufrido un daño 

claro y palpable; (2) el referido daño es real, inmediato y preciso, no abstracto o hipotético; (3) 

existe una conexión entre el daño sufrido y la causa de acción ejercitada, y (4) la causa de acción 

surge al palio de la Constitución o de una ley”. Sánchez et al. v. Srio. de Justicia et al., supra, pág. 

371. 

Cabe destacar que, en Crespo v. Cintrón, 159 DPR 290, 299 (2003), citando a Col. Ópticos 

de P.R. v. Vani Visual Center, supra, nuestro más alto foro explicó que:  

[C]uando se cuestiona la legitimación de una parte para entablar un 

pleito, el juzgador debe tomar como ciertas las alegaciones del 

reclamante e interpretarlas desde el punto de vista más 

favorable a éste. Nuestra jurisprudencia ha interpretado de forma 

flexible y liberal los requisitos de legitimación activa durante las 
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últimas décadas, ya que de lo contrario se les cerrarían las puertas 

de los tribunales a aquellas personas y entidades que han sido 

adversamente afectadas por actuaciones del Estado o de personas 

particulares y que presentan reclamaciones que pueden ser atendidas 

debidamente por el Poder Judicial. (Énfasis nuestro). 

Por tal razón, el examen de la legitimación activa es un mecanismo usado por los tribunales 

para delimitar su propia jurisdicción, no adentrarse en los dominios de otras ramas de gobierno, y 

no lanzarse a resolver cuestiones hipotéticas o planteadas dentro de un contexto 

inadecuado. Hernández Torres v. Hernández Colón, 131 DPR 593, 598 (1992). De lo anterior se 

desprende que, si bien se relaciona a la jurisdicción, la legitimación activa es una figura jurídica 

distinta de esta. 

D. La Libertad de expresión y las doctrinas de vaguedad y amplitud  

Como norma general, los derechos constitucionales son personales. Pueblo v. Hernández 

Colón, 118 DPR 891, 897 (1987). Por ende, “una persona no puede impugnar un estatuto a base 

de que este sería inconstitucional en otras circunstancias que no son las suyas”. Íd. (cita omitida). 

No obstante, existen excepciones a esta norma general, entre la que se puede identificar cuando se 

trata de derechos de libertad de expresión o asociación. Véase, Vives Vázquez v. Tribunal Superior, 

101 DPR 139, 146 (1973). Según expuso nuestro Tribunal Supremo, las doctrinas de vaguedad y 

amplitud excesiva fueron desarrolladas por el Tribunal Supremo federal para enfrentar las 

controversias en las cuales esté implicada la libertad de expresión. U.N.T.S. v. Srio. de Salud, 133 

DPR 153, 160 (1993). Es decir, cuando se trata de derechos de libertad de expresión cobran 

pertinencia las doctrinas de vaguedad y amplitud excesiva. Íd. 

El propósito de estas mencionadas doctrinas es impugnar la constitucionalidad de una ley 

de su faz, y no meramente según aplicada a los hechos del caso particular. U.N.T.S. v. Srio. de 

Salud, supra, pág. 160. Como excepción a las normas de legitimación (standing), estas doctrinas 

permiten determinar si la ley afectaría los derechos de terceras personas que no se encuentren ante 

el tribunal. Íd. Además, en este contexto, se crea una excepción a la regla de que “una persona no 

puede impugnar un estatuto o una ordenanza municipal alegando que podría ser inconstitucional 

de aplicarse en circunstancias distintas a las del caso que está en el tribunal”. Pueblo v. APS 

Healthcare of PR, 175 DPR 368, 375-376 (2009).  

A pesar de que tienen elementos en común, debe tenerse cuidado de no confundir estas 

doctrinas. Por un lado, la doctrina de vaguedad o ambigüedad se da cuando una ley sería nula por 

contravenir la libertad de expresión y el debido proceso de ley si no está redactada con suficiente 

claridad y precisión como para notificar a personas de inteligencia común, cual conducta está 

prohibida. Véase, Pueblo v. Hernández Colón, supra, pág. 901.   
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En lo pertinente, el Tribunal Supremo expuso que una ley es inconstitucional por vaguedad 

si: 1) una persona de inteligencia promedio no comprende el acto u omisión que dicha ley quiso 

prohibir; 2) la ley se presta a ser aplicada de manera arbitraria y discriminatoria; y, 3) la ley 

interfiere con derechos fundamentales garantizados en la Constitución como la libertad de 

expresión o asociación. Boys & Girls Club v. Srio. de Hacienda, 179 DPR 746, 755 (2010). De 

este modo, una ley adolece de vaguedad si se dan estas tres circunstancias. Íd. 

Por otro lado, una ley padece de amplitud excesiva cuando aspira a prohibir o a castigar 

expresiones que no gozan de protección constitucional pero que, por razón de haber sido redactada 

o interpretada imprecisamente, tiene el efecto de proscribir comunicaciones constitucionalmente 

protegidas. U.N.T.S. v. Srio. de Salud, supra, pág. 161. Esta doctrina cumple el propósito de evitar 

que un estatuto excesivamente amplio tenga el efecto de que personas cuya expresión se encuentra 

protegida por la Constitución, se abstengan de ejercer sus derechos debido al temor de que su 

conducta pueda ser sancionada criminalmente por el estatuto. Pueblo v. APS Healthcare of P.R., 

supra, pág. 375-376.   

Tanto en casos de vaguedad como de amplitud excesiva, la ley se declara nula de su faz y 

no puede ser aplicada válidamente a nadie. Pueblo v. APS Healthcare of P.R., supra, págs. 375-

376; Pueblo v. Hernández Colón, supra, pág. 902. Ello es así, pues, el propósito de estas doctrinas 

es atacar “el llamado efecto neutralizador o ‘chilling effect’ que suponen las leyes que castigan 

tanto la expresión protegida constitucionalmente como aquella no protegida [...]”. Pueblo v. APS 

Healthcare of PR, supra, pág. 376; Vives Vázquez v. Tribunal Superior, supra, pág. 146.  

Tanto en esta jurisdicción como en la federal, la aplicación de esta doctrina se ha limitado 

al reclamo de derechos protegidos por la cláusula de libertad de expresión o asociación. Pueblo v. 

APS Healthcare of PR, supra, pág. 376. Es por ello, que, si la controversia no se relaciona con la 

libertad de expresión o asociación, el análisis que procede es el de la doctrina de vaguedad, como 

parte del debido procedimiento de ley. Pueblo v. Hernández Colón, supra, pág. 899. Por lo que, la 

alegada vaguedad entonces será evaluada solamente según ha sido aplicada a aquél que sostiene 

la ambigüedad de la ley. Íd. Ese es el caso cuando una disposición se impugna, y ésta no afecta 

intereses relacionados con la libertad de expresión o asociación. Íd. Por ello, la doctrina 

de vaguedad es un corolario del debido proceso de ley que prohíbe la aplicación en contra de una 

persona de una ley o reglamento cuyos términos no revelan clara y adecuadamente cual es la 

conducta prohibida. Pueblo v. APS Health Care, supra, pág. 377-378.  

E. Derecho a la intimidad y el Código Municipal, infra 
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La Carta de Derecho de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico protege 

expresamente el derecho fundamental a la intimidad y dignidad de las personas. Art. II, Secs. 1 y 

8, Const. ELA, LPRA, Tomo 1. De acuerdo con esto, el Tribunal Supremo ha expresado que el 

derecho constitucional a la intimidad es uno de los derechos de más alta jerarquía en nuestro 

ordenamiento jurídico. Vega et al. v. Telefónica, 156 DPR 584, 602 (2002). En esencia, este 

derecho goza de la más alta protección al amparo de nuestra Constitución y “faculta a su titular a 

impedir o limitar la intervención de terceros −sean particulares o poderes públicos− contra la 

voluntad del sujeto.” Vigoreaux Lorenzana v. Quizno’s Sub, Inc., 173 DPR 252, 261-262 (2008); 

López Tristani v. Maldonado Carrero, 168 DPR 383, 849 (2006). 

El precepto constitucional de que se proteja a las personas contra ataques abusivos a 

su intimidad tiene por fuerza que examinarse teniendo presente consideraciones de tiempo 

y lugar. (Énfasis nuestro). Castro Cotto v. Tiendas Pitusa, Inc., 159 DPR 650, 659 (2003); Vega 

et al. v. Telefónica de PR, 156 DPR 584, 602 (2002); Pueblo v. Falú Martínez, 116 DPR 828, 838 

(1986). De modo que, ante un reclamo de violación al derecho de la intimidad “la cuestión central 

es si la persona tiene derecho a abrigar, donde sea, dentro de las circunstancias del caso 

específico, la expectativa de que su intimidad se respete.” (Énfasis nuestro). Íd.; ELA v. PR Tel. 

Co., 114 DPR  394, 402, (1983). 

Para determinar que la expectativa de intimidad sea razonable deben concurrir dos 

elementos: (1) que el reclamante, dentro de las circunstancias del caso, alberga una expectativa 

real de que su intimidad se respete (criterio subjetivo) y, (2) que la sociedad esté dispuesta a 

reconocer esa expectativa como razonable (criterio objetivo). Vega et al. v. Telefónica de PR, 

supra; Pueblo v. Santiago Feliciano, 139 DPR 360, 384 (1995). Ahora bien, el derecho a la 

intimidad no se ejerce en el vacío, sino “en el centro mismo de nuestros vecindarios y, por ende, 

su práctica no está inmune a la intervención moderadora del Estado”. Nieves v. AM Contractors, 

Inc., 166 DPR 399, 417 (2005).  

 El Código Municipal de Puerto Rico, Ley Núm. 107 de 14 de agosto de 2020, según 

enmendada, 21 LPRA sec. 8161 (Ley 107-2020 o Código Municipal) faculta a los municipios a 

incursionar o entrar en cualquier sitio que sospeche detrimental con el fin de realizar inspecciones; 

en la manera que los medios y formas utilizadas para realizar tales inspecciones causen el menor 

inconveniente posible a las personas que lo ocupan. Art. 4.008 del Código Municipal (21 LPRA 

sec. 7632). Esta facultad autoriza a los municipios a realizar los estudios que fueren necesarios, 

dentro de sus límites, para identificar las propiedades inmuebles que por sus condiciones deban 

ser calificadas como estorbos públicos.  Íd. Una vez, concluidos los estudios, el municipio 
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procederá a identificar como estorbo público toda estructura o solar que sea declarado como tal, 

según definido por el Código Municipal y notificará a los propietarios, poseedores y personas con 

interés, personalmente o por correo certificado de su intención de declarar la propiedad como 

estorbo público, informándoles de sus derechos con el fin de oponerse a la declaración de la 

propiedad como estorbo público. Íd. 

Por su parte, el Art. 8.001 del Código Municipal define estorbo público como: 

Cualquier estructura abandonada o solar abandonado, yermo o baldío que 

es inadecuada para ser habitada o utilizada por seres humanos, por estar en 

condiciones de ruina, falta de reparación, defectos de construcción, o que es 

perjudicial a la salud o seguridad del público. Dichas condiciones pueden 

incluir, pero sin limitarse a, las siguientes: defectos en la estructura que 

aumentan los riesgos de incendios o accidentes; falta de adecuada 

ventilación o facilidades sanitarias; falta de energía eléctrica o agua potable; 

y falta de limpieza. 21 LPRA sec. 8351 (98). 

 

F. Ley 68-2021 

La Ley 68-2021, supra, posee como fin proteger el derecho fundamental a la intimidad que 

poseen los ciudadanos puertorriqueños. Véase, Exposición de Motivos de la Ley Núm. 68-2021, 

supra. Al momento de la aprobación de esta ley, en Puerto Rico no había regulación que 

estableciera guías sobre lo aceptable o no en la operación de sistemas aéreos no tripulados o 

“drones”. Íd. Ante esa necesidad, la Asamblea legislativa aprobó la Ley 68-2021, supra, con el fin 

de prohibir a personas, entidades o agencias estatales, en ausencia de una orden de registro, la toma 

y grabación de imágenes por medio de sistemas aéreos no tripulados, en propiedades privadas o 

donde se tenga una expectativa razonable de intimidad; y para otros fines relacionados. Íd.  

El Art. 2 de la Ley 68-2021, supra, dispone que un sistema aéreo no tripulado es un 

vehículo aéreo no tripulado conocido como “drone”, ya sea, que pueda ser piloteado remotamente 

o que pueda volar autónomamente, con exclusión de los utilizados en la creación de mapas. (1 

LPRA sec. 932(a)) De igual forma, se considera como persona a cualquier persona natural o 

jurídica; y, una entidad o agencia estatal incluirá a organizaciones y oficinas públicas y privadas. 

Íd., (b-c). 

Por su parte, el Art. 3 de la Ley 68-2021, supra, dispone el alcance de la ley que nuestro 

legislador otorgó en este estatuto. De esta forma, este artículo dispone que:  

[e]n ausencia de una orden de registro, ninguna persona, entidad o agencia 

estatal, utilizará un sistema aéreo no tripulado para llevar a cabo vigilancia 

de, recolectar evidencia o información acerca de, o fotografiar o 

electrónicamente grabar, personas o propiedades privadas específicas, sin 

su consentimiento. Las imágenes de individuos identificables capturadas 

mediante la tecnología de un sistema aéreo no tripulado, no podrá ser 

retenida o compartida a menos que exista una sospecha razonable de que 

esa imagen contiene evidencia de una actividad criminal o está relacionada 

con una investigación en curso o pendiente de un proceso criminal en los 

tribunales. (1 LPRA sec. 933). 
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Por otra parte, el Art. 4 de la Ley 68-2021, (1 LPRA sec. 934 (a-c)) establece que la 

prohibición establecida el Art. 3 de la Ley 68-2021, supra, no será aplicada cuando medien a) 

situaciones de emergencia o seguridad, que representen un inminente peligro para la vida o grave 

daño corporal; b) situaciones de búsqueda y rescate, o; c) como parte de una operación, ejercicio 

o misión de cualquier rama militar de los Estados Unidos de América. 

Por último, la Ley 68-2021, supra, dispone que cualquier persona, o entidad que utilicen 

un sistema aéreo no tripulado para llevar a cabo vigilancia de, recolectar evidencia o información 

acerca de, o fotografiar o electrónicamente grabar, personas o propiedades privadas específicas, 

sin su consentimiento, incurrirá en delito menos grave.  Art. 5 de la Ley 68-2021, supra, (1 LPRA 

sec. 935). 

H. Injunction 

La Regla 53 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V, R. 53), dispone que la expedición 

de un injunction preliminar se regirá exclusivamente por lo dispuesto en la Regla 57 de 

Procedimiento Civil, supra, R.57, y en las leyes especiales aplicables en todo caso en que el 

remedio principal solicitado sea un injunction permanente. El injunction preliminar es un recurso 

extraordinario en equidad que se rige en términos procesales por lo dispuesto en la Regla 57 de 

Procedimiento Civil, supra, así como por los Artículos 675 a 695 del Código de Enjuiciamiento 

Civil, 32 LPRA secs. 3521 a 3566. Según resuelto por el Tribunal Supremo, los requisitos para su 

expedición son más estrictos y rigurosos que los provistos por la Regla 56 sobre los remedios 

provisionales en aseguramiento de sentencia. Véase, Asoc. De Vecinos de Villa Caparra v. Asoc. 

Fomento Educativo, 173 DPR 304 (2008).  

El propósito principal de este recurso extraordinario es mantener el status quo entre las 

partes hasta que se celebre el juicio en su fondo para, de ese modo, evitar que las acciones de la 

parte demandada tornen en académica la sentencia que eventualmente se dicte o que se le 

ocasionen daños considerables al peticionario durante el transcurso del caso. Asoc. De Vecinos de 

Villa Caparra v. Asoc. Fomento Educativo, supra, pág. 319. En nuestra jurisdicción, la concesión 

de un injunction no es ex debito justitiae, sino que descansa en la sana discreción del tribunal y 

sólo debe concederse con gran cautela y en aquellos casos en que la necesidad y las razones para 

expedirlo sean claras. APPR v. Tribunal Superior, 103 DPR 903, 906 (1975). Esa discreción se 

ejercerá ponderando las necesidades e intereses de todas las partes involucradas en la controversia. 

Municipio de Ponce v. Rosselló, 136 DPR 776, 790-791 (1994).  

Para determinar si se expide o no el injunction, el tribunal debe ponderar los siguientes 

criterios: (1) la naturaleza de los daños que puedan ocasionársele a las partes de concederse o 
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denegarse el injunction; (2) su irreparabilidad o la existencia de un remedio adecuado en ley; (3) 

la probabilidad de que la parte promovente prevalezca eventualmente al resolverse el litigio en su 

fondo (o que en efecto haya prevalecido, de tratarse del injunction permanente); (4) la probabilidad 

de que la causa se torne académica de no concederse el injunction; y (5) el posible impacto sobre 

el interés público del remedio que se solicita. Regla 57.3 de Procedimiento Civil, supra; Pérez 

Vda. Muñiz v. Criado, 151 DPR 355, 372 (2000); Mun. de Ponce v. Rosselló, supra, pág. 784. 

Estos criterios deben encontrarse presentes para poder conceder una solicitud de interdicto y 

corresponde a la parte promovente demostrar la existencia de estos. Mun. de Ponce v. Rosselló, 

supra, pág. 784; PR Telephone Co. v. Tribunal Superior, 103 DPR 200, 202 (1975). De hecho, 

estos factores deben ser aplicados tomando en consideración la situación específica a la que se 

enfrenta el tribunal, pues, se trata de un remedio en equidad y su concesión descansa en el ejercicio 

de una sana discreción judicial. Mun. De Ponce v. Roselló, supra, págs. 790-791. De esta manera, 

la discreción judicial es el factor fundamental para determinar el balance de conveniencias. Véase, 

Gobierno de la Capital v. Consejo Educativo, 63 DPR 877, 882-883, 889 (1944). Para establecer 

el balance de intereses entre las partes es necesario tomar en consideración si la parte promoverte 

sufrirá daños irreparables si no se expide el auto de injunction preliminar antes de que se resuelva 

la controversia en sus méritos. Wright & Miller, 11A Fed. Prac. & Proc. Civ., sec. 2948, Grounds 

for Granting or Denying a Preliminary Injunction, (3d ed.).  

El Tribunal Supremo ha sido enfático al requerir primordialmente que antes de expedir el 

injunction, ya sea preliminar o permanente, los tribunales consideren la existencia de algún otro 

remedio eficaz, completo y adecuado en ley. De existir tal remedio, entonces no se considerará el 

daño como irreparable. Pérez Vda. Muñiz v. Criado, supra, pág. 372. (citas omitidas). Por ejemplo, 

se considera un remedio legal adecuado aquel que pueda otorgarse en una acción por daños y 

perjuicios, en una acción criminal o en cualquier otra disponible. Véase, Misión Ind. PR v. J.P y 

AAA, 142 DPR 656, 681 (1997). Además, los injunctions son remedios independientes y 

suplementarios a cualquier otro disponible a la parte agraviada. CBS Outdoor v. Billboard One, 

Inc., 179 DPR 391, 409 (2010); Plaza Las Americas v. N & H, 166 DPR 631, 650 (2005); Pedraza 

Rivera v. Collazo Collazo, 108 DPR 272 (1979). 

Ahora bien, el Art. 678 de nuestro Código de Enjuiciamiento Civil (32 LPRA sec. 3524) 

establece las circunstancias en las cuales no podrá otorgarse un “injunction” ni una orden de 

entredicho. En lo pertinente, el citado artículo dispone lo siguiente: 

No podrá otorgarse un injunction ni una orden de entredicho: 

[…] 
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(3) Para impedir la aplicación u observancia de cualquier ley de la Asamblea 

Legislativa de Puerto Rico, o el cumplimiento de cualquier actuación 

autorizada por ley de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico, de un 

funcionario público, de una corporación pública, o de una agencia pública, 

o de cualquier empleado o funcionario de dicha corporación o agencia, a 

menos que se hubiera determinado por sentencia final, firme, inapelable e 

irrevisable que dicha ley o actuación autorizada por ley es inconstitucional 

o inválida. 

 

Cualquier injunction preliminar, permanente, o con carácter de entredicho, 

incluso cualquier orden para hacer efectiva la jurisdicción de un tribunal o 

para asegurar la efectividad de una sentencia, que se haya expedido en las 

circunstancias expuestas en este inciso (3) y que esté en vigor a la fecha de 

vigencia de esta ley o que en lo sucesivo se expidiere, será nulo e 

inefectivo.” (32 LPRA sec. 3524) (3) (énfasis nuestro). 

 

[…] 

 

De lo anterior surge que, no procede un injunction para impedir que una ley sea puesta en 

vigor. Además, tampoco procede para evitar que la legislatura adopte una ley que parezca ser 

inconstitucional. De aprobarse tal ley, sería necesario obtener del tribunal adecuado una 

declaración de que ésta es inconstitucional y luego se podría obtener un injunction contra cualquier 

funcionario gubernamental que tratara de poner el funcionario y no contra la ley en sí. Íd. Además, 

el injunction tampoco procede para evitar que una asamblea municipal adopte una ordenanza. 

Rafael Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal Civil, Lexis Nexis, 

sec. 5707 (2017). 

III. CONCLUSIÓN 

En el caso ante nuestra consideración, el ELA solicitó la desestimación de la Demanda, al 

entender que: 1) las disposiciones de la Ley 68-2021, supra, no son vagas ni amplias; 2) CRH 

carece de legitimación activa porque no se le ha aplicado la Ley 68-2021, supra; y, 3) las 

alegaciones dejan de exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio. 

Evaluadas las posiciones de las partes procede desestimar el caso de autos. Nos explicamos. 

Según establece nuestro ordenamiento jurídico, las solicitudes de desestimación se pueden 

presentar antes de someter una alegación responsiva. Torres Torres v. Torres et al., supra, pág. 

501. En la evaluación de una solicitud de desestimación, se deben dar por ciertas y buenas todas 

las alegaciones fácticas hechas en la demanda. Por lo tanto, las aseveraciones contenidas en las 

alegaciones hay que interpretarlas a favor de la parte demandante. Íd., pág. 502. Solo se podrán 

entender como ciertos aquellos hechos que fueran correctamente alegados sin considerar las 

alegaciones con contenido hipotético. Véase, Asociación de Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 

supra, pág. 935 

Asimismo, al realizar la evaluación de una solicitud de desestimación, el tribunal debe 

conceder el beneficio de toda inferencia que pueda efectuar de los hechos correctamente alegados 
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en la demanda. Torres Torres v. Torres Serrano, supra, pág. 502. Es decir, procede desestimar la 

demanda en aquellas ocasiones en las cuales la demanda deje de exponer una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio bajo cualquier estado de hechos. Íd. 

A. 

Como norma general, una persona no puede impugnar un estatuto a base de que este sería 

inconstitucional en otras circunstancias que no son las suyas, excepto cuando se trata de derechos 

de libertad de expresión o asociación. Pueblo v. Hernández Colón, supra, pág. 897; Véase, Vives 

Vázquez v. Tribunal Superior, supra, pág. 146. De este modo, las doctrinas de vaguedad y amplitud 

excesiva cobran pertinencia puesto que fueron desarrolladas, para enfrentar las controversias en 

que estén implicados los derechos constitucionales de libertad de expresión y asociación, con el 

fin de impugnar la constitucionalidad de una ley de su faz, y no meramente según aplicada a los 

hechos del caso particular. U.N.T.S. v. Srio. de Salud, supra, pág. 160.  De hecho, estas doctrinas 

son una excepción a las normas de legitimación (standing), pues permiten determinar si la ley 

afectaría los derechos de terceras personas que no se encuentren ante el tribunal. Íd. Dicho de otro 

modo, en este contexto, se crea una excepción a la regla de que “una persona no puede impugnar 

un estatuto o una ordenanza municipal alegando que podría ser inconstitucional de aplicarse en 

circunstancias distintas a las del caso que está en el tribunal”. Pueblo v. APS Healthcare of PR, 

supra, págs. 375-376. 

En el caso ante nuestra consideración, CHR alegó ser una organización que asesora o asiste 

a municipios y comunidades con el propósito de identificar propiedades que representan riesgo 

para la comunidad y que, por tanto, pueden ser declarados como estorbo público en virtud del 

poder conferido a los municipios en el Código Municipal, supra.2  De igual modo, CRH adujo que 

para ejecutar su labor de manera exitosa toma imágenes aéreas, mediante “drones” de propiedades 

que representan riesgos a la comunidad por condición de estorbo público.3 A su vez, alegó que los 

trabajos que CRH realiza “requieren imágenes aéreas de lugares que no tienen expectativa de 

privacidad, lo cual incluye propiedades abandonadas al punto que representan riesgos perjudiciales 

a la comunidad. De este modo, indicó que, no queda claro si el cumplimiento de consentimiento 

de la Ley 68-2021, supra, se extiende a propiedades sin expectativa de privacidad.4  

 
2 Véase, Entrada #1 de SUMAC sobre Demanda, alegaciones 3 y 4. 
3 Íd., alegación # 4. 
4 Íd., alegación # 14. 

SJ2022CV00751 16/03/2023 08:59:01 a.m. Página 17 de 23



Página 18 de 23 

En su Moción De Desestimación, el ELA argumentó que los actos alegados en la Demanda 

por CRH no son actos que constituyen expresión, por lo que no puede atacar la validez de la Ley 

68-2021, supra. Tiene razón. 

De entrada, podemos señalar que en ningún lugar de las alegaciones de la parte demandante 

surge que recopile información o realice funciones o investigaciones con fines periodísticos o con 

fines de expresión protegida constitucionalmente.5 

Según alegó CRH, su “equipo interdisciplinario asiste en la identificación y disposición 

adecuada de propiedades abandonadas y educa sobre herramientas de mitigación y reutilización 

junto a comunidades, miembros de organizaciones, legisladores y servidores públicos en general.”6 

Estos trabajos los efectúa por acuerdo con los municipios y comunidades. Cabe señalar que, aun 

cuando CRH alegó que la Ley Núm. 68-2021, supra, limita el aprovechamiento de tecnología que 

captura información útil al interés público y noticioso,7 lo cierto es que la misma es concluyente y 

no una alegación de hechos por lo que no se coloca al tribunal en posición de determinar que la 

Ley 68-2021, supra, limita efectivamente el derecho a la libertad de expresión o de asociación.  

Como cuestión de hecho, su planteamiento de vaguedad o amplitud excesiva se fundamenta en 

que, por ser una organización que se dedica a asistir a los municipios y comunidades a identificar 

propiedades que representan un riesgo para la sociedad y pueden ser declaradas estorbo público, 

está expuesta a sanciones bajo esta ley porque utiliza “drones” para capturar imágenes a estas 

propiedades. De hecho, se desprende de los argumentos de CRH que su preocupación es que a los 

miembros de su equipo se les sancione por capturar grabaciones y fotos a propiedades que 

representan un riesgo, a pesar de cumplir fehacientemente con los procesos establecidos. 

De una lectura de las alegaciones de hechos de CRH, a la luz del criterio que rige la 

disposición de una moción de desestimación, no surge que en este caso sus actuaciones envuelvan 

derechos de expresión o asociación. En vista de ello, CRH no puede impugnar la Ley 68-2021, 

supra, de su faz bajo la doctrina de amplitud. Ello pues, una ley padece 

de amplitud excesiva cuando aspira a prohibir o a castigar expresiones que no gozan de protección 

constitucional pero que, por razón de haber sido redactada o interpretada imprecisamente, tiene el 

efecto de proscribir comunicaciones constitucionalmente protegidas. U.N.T.S. v. Srio. de Salud, 

supra, pág. 161. Ciertamente, en la Demanda, CRH alegó que con las disposiciones de la Ley 68-

2021, supra, se ve afectado su derecho de utilizar sistemas aéreos no tripulados para grabar o tomar 

 
5 En ese sentido, se acoge la argumentación del ELA incluida en la Moción De Desestimación, para distinguir este 

caso del de National Press Photographers Association v. McGraw, 504 F. Supp. 3d 568 (2020). 
6 Íd., alegación # 3. 
7 Íd., alegación # 5. 
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fotografías de propiedades que representan un riesgo para la comunidad y que pueden ser 

declaradas estorbo público. Sin embargo, resulta claro que la toma de fotografías no es para 

propósitos de ejercer expresión, según planteó en su Oposición. Adviértase, además, que, de una 

lectura de la legislación, se refleja que la misma no prohíbe la utilización de otros medios para 

capturar información, como lo sería la toma de fotos desde la tierra, el agua o desde vehículos 

aéreos tripulados.8 

Por otro lado, corresponde evaluar si CRH puede impugnar la validez de la Ley 68-2021, 

supra, bajo la doctrina de vaguedad. Conforme se expuso, una ley es inconstitucional por vaguedad 

si: 1) una persona de inteligencia promedio no comprende el acto u omisión que dicha ley quiso 

prohibir; 2) la ley se presta a ser aplicada de manera arbitraria y discriminatoria; y 3) la ley 

interfiere con derechos fundamentales garantizados en la Constitución como la libertad de 

expresión o asociación. (Énfasis nuestro) Boys & Girls Club v. Srio. de Hacienda, supra, pág. 

755. De este modo, una ley adolece de vaguedad si se dan estas tres circunstancias. Íd. Acorde con 

lo expuesto, por no constituir expresiones los bien hechos alegados en la Demanda por CRH, 

tampoco procede la impugnación de la Ley de su faz, bajo la doctrina de vaguedad.  

Ahora bien, esto no es suficiente para disponer del caso, pues se debe determinar el 

planteamiento de vaguedad a la luz del debido procedimiento de ley. Pueblo v. Hernández Colón, 

supra, pág. 899. Teniendo ello presente, este tribunal evaluará la alegada vaguedad o ambigüedad 

según haya sido aplicada a aquél que sostiene la ambigüedad de la ley, en este caso CRH. Íd.  

Al examinar la Demanda, este tribunal no identificó ninguna alegación en cuanto a que se 

le hayan aplicado las disposiciones de la Ley 68-2021, supra, a CRH ni haya sufrido un daño 

palpable. Así lo reconoce la parte demandante en sus comparecencias. Por tanto, tampoco tiene 

una causa de acción bajo dicha modalidad. 

En su Oposición, CRH sostuvo que posee legitimación, puesto que posee acuerdos 

colaborativos para proveer asistencia técnica y apoyo legal a comunidades, organizaciones sin 

fines de lucro y gobiernos locales interesados en rehabilitar propiedad deterioradas. Además, que 

posee legitimación ya que sufre un daño claro y palpable, pues entiende que está impedido de 

utilizar “drones” en la investigación de posibles estorbos públicos. Argumentó que, al leer la Ley 

68-2021, supra, existe una conexión entre su daño y la prohibición legal.  

De una lectura de los argumentos de CRH, se identifica que su interés es que se hagan 

enmiendas que clarifiquen la Ley 68-2021, supra, o, como mínimo, que las conclusiones expuestas 

 
8 Reconocemos que la utilización de drones puede ser más económica, efectivo y fácil de utilizar que otros vehículos 

aéreos tripulados, pero dicho juicio valorativo es uno legislativo y no corresponde al tribunal sustituirlo. 
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en la Moción De Desestimación puedan ser plasmadas formalmente en una Opinión del 

Secretario.9 De igual modo, que se delimiten e incluyan términos que entiende deben ser 

incorporados y clarificados en la Ley y conocer si un miembro de su equipo técnico puede ser 

procesado bajo la Ley Núm. 68-2021, supra, a pesar de haber tomado las precauciones necesarias 

para verificar que la propiedad no esté ocupada. 

Ciertamente, no debemos perder de perspectiva, que no es función de los tribunales brindar 

asesoramiento o producir decisiones en el abstracto y bajo hipótesis de índole especulativa.  Véase, 

El Vocero v. Junta de Planificación, 121 DPR 115, 127 (1988). Según se desprende de los autos, 

CRH presentó su Demanda a base de una interpretación que otorgó a las disposiciones de la Ley 

68-2021, supra. De hecho, por tal razón insistió en que los términos como vigilancia, 

consentimiento, propiedad específica, abandono, vacante y estorbo público deben aclararse e 

incluirse en la Ley.  

Pero, no empece a los argumentos esbozados por la demandante, las disposiciones de la 

Ley 68-2021, supra, no se le han aplicado a CRH, por lo que no puede impugnar por vaguedad de 

dicha Ley bajo el fundamento del debido proceso de Ley.10 

B. 

A su vez, la sentencia declaratoria, es un mecanismo de índole remedial o profiláctico que 

permite dilucidar en los méritos cualquier causa de acción, mediante una declaración previa de 

derechos, siempre y cuando exista un peligro potencial para el promovente. Romero Barceló v. 

E.L.A., supra, pág. 475. Por tanto, es un remedio anterior al ejercicio efectivo de una causa de 

acción convencional. Íd. Independientemente de que existan otros remedios, la sentencia 

declaratoria es el mecanismo adecuado para declarar derechos, estados y otras relaciones de 

naturaleza jurídica. Alcalde Guayama v. ELA, supra, pág. 333. Debe utilizarse cuando permite 

poner un punto final a situaciones de incertidumbre o inseguridad en cuanto a derechos. Suárez v. 

CEE, supra, pág. 354.  

El criterio rector en cuanto a la existencia de una controversia que amerite ser resuelta 

mediante el uso de una sentencia declaratoria es la probabilidad sustancial de que en un futuro se 

entable un litigio plenario, en caso de no dictarse una sentencia declaratoria. Cuevas Segarra, op. 

cit., pág. 1789. Desde entonces, “la controversia no debe ser abstracta, teórica, remota, académica, 

 
9 Véase, Entrada de SUMAC #16 sobre Oposición presentada por CRH, pág. 4,  
10 Cabe señalar que, CRH incorporó alegaciones dirigidas a que las disposiciones de la Ley 68-2021, 

supra, afectan a las entidades gubernamentales y al CRIM. No obstante, dichas alegaciones, además 

de ser concluyentes, no pueden ser traídas ante la consideración de este Tribunal por dicha entidad.  
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o especulativa, esto es, debe tener suficiente actualidad, y si el daño que se pueda ocasionar en el 

futuro depende de hechos contingentes que son demasiado especulativos, no podría obtenerse una 

declaración judicial anticipada.” Moscoso v. Rivera, supra, pág. 492. 

En este caso, CRH sostuvo que “entiende que el requisito de consentimiento aplica a toda 

propiedad sin distinción y sin contemplar lugares que no tienen expectativa de intimidad”.11 

Teniendo presente dicha alegación y argumento, lo cierto es que de una lectura de la exposición 

de motivos y la Ley 68-2021, supra, se desprende que la intención del legislador es proteger la 

propiedad privada y aquellos lugares que posean una expectativa razonable de intimidad, 

sin el consentimiento de estos.  

Por otro lado, contrario a lo planteado por CRH, en el caso de epígrafe, no existe una 

situación de incertidumbre o inseguridad en el derecho que justifique la solicitud de una sentencia 

declaratoria. La Asamblea Legislativa aprobó la Ley 68-2021, supra, con el propósito de prohibir 

a personas, entidades o agencias estatales, en ausencia de una orden de registro, la toma y 

grabación de imágenes por medio de sistemas aéreos no tripulados, en propiedades privadas y 

donde se tenga una expectativa razonable de intimidad. Exposición de Motivos de la Ley Núm. 

68-2021, supra.  

Igualmente, el Art. 3 de la Ley 68-2021, supra, dispone que, en ausencia de una orden de 

registro, ninguna persona, entidad o agencia estatal, utilizará un sistema aéreo no tripulado para 

llevar a cabo vigilancia de, recolectar evidencia o información acerca de, o fotografiar o 

electrónicamente grabar, personas o propiedades privadas específicas, sin su consentimiento. Por 

tal razón, cualquier persona, o entidad que utilice un sistema aéreo no tripulado para llevar a cabo 

vigilancia de, recolectar evidencia o información acerca de, o fotografiar o electrónicamente 

grabar, personas o propiedades privadas específicas, sin su consentimiento, incurrirá en delito 

menos grave. Art. 5 de la Ley 68-2021, supra. 

  Por su parte, el Código Municipal, supra, faculta a los municipios a incursionar o entrar en 

cualquier sitio que sospeche detrimental con el fin de realizar inspecciones; en la manera que los 

medios y formas utilizadas para realizar tales inspecciones causen el menor inconveniente posible 

a las personas que lo ocupan. Art. 4.008 del Código Municipal, supra. Esta facultad autoriza a los 

municipios a realizar los estudios que fueren necesarios, dentro de sus límites, para identificar las 

propiedades inmuebles que por sus condiciones deban ser calificadas como estorbos públicos.  Íd. 

Una vez, concluidos los estudios, el municipio procederá a identificar como estorbo público toda 

 
11 Véase, Entrada # 1 de SUMAC sobre Demanda, pág. 10. 

SJ2022CV00751 16/03/2023 08:59:01 a.m. Página 21 de 23



Página 22 de 23 

estructura o solar que sea declarado como tal, según definido el Código Municipal y notificará a 

los propietarios, poseedores y personas con interés, personalmente o por correo certificado de su 

intención de declarar la propiedad como estorbo público, informándoles de sus derechos con el fin 

de oponerse a la declaración de la propiedad como estorbo público. Íd. 

Examinado lo anterior, este tribunal encuentra que el Art. 4.008 del Código Municipal, 

supra, que faculta a los municipios a inspeccionar propiedades que representen un riesgo para la 

salud y seguridad de la ciudadanía, armoniza con las disposiciones de la Ley 68-2021, supra. 

Conforme surge, para que un municipio pueda comenzar un procedimiento de declarar estorbo 

público a una propiedad, esta propiedad tiene que cumplir con unas características que se 

identifican en el Art. 8.001 del Código Municipal, supra. Esto es, una:  

estructura abandonada o solar abandonado, yermo o baldío que es 

inadecuada para ser habitada o utilizada por seres humanos, por estar en 

condiciones de ruina, falta de reparación, defectos de construcción, o que es 

perjudicial a la salud o seguridad del público. Dichas condiciones pueden 

incluir, pero sin limitarse a, las siguientes: defectos en la estructura que 

aumentan los riesgos de incendios o accidentes; falta de adecuada 

ventilación o facilidades sanitarias; falta de energía eléctrica o agua potable; 

y falta de limpieza. 

 

Ciertamente, el propio Art. 8.001 del Código Municipal, supra, contempla propiedades: 1) 

abandonadas dentro de la definición de estorbo público, sin definir propiamente qué es una 

propiedad abandonada; 2) inadecuadas para ser habitadas o utilizadas por seres humanos, por estar 

en condiciones de ruina, falta de reparación, defectos de construcción, o que es perjudicial a la 

salud o seguridad del público. Examinado el Art. 8.001 del Código Municipal, supra, surge que el 

aspecto primordial de una propiedad para ser declarada estorbo público es que dicha propiedad sea 

perjudicial para la salud o seguridad del público.  

Lo anterior, no está en conflicto con el Art. 4 (a) la Ley 68-2021, supra, que dispone que 

la prohibición establecida en el Art. 3 de la Ley 68-2021, supra, no será aplicada cuando medien 

situaciones de emergencia o seguridad, que representen un inminente peligro para la vida o grave 

daño corporal. Ello es así, pues, el derecho a la intimidad no se ejerce en el vacío, sino “en el centro 

mismo de nuestros vecindarios y, por ende, su práctica no está inmune a la intervención 

moderadora del Estado”. Nieves v. AM Contractors, Inc., supra, pág. 417.  

 Por el contrario, si la propiedad no cumple con las características descritas en el Art. 8.001 

del Código Municipal, supra, y existe una expectativa de intimidad, la Ley 68-2021, supra, cumple 

con su función de proveer protección a las personas contra entidades, según definidas por la Ley 

68, 2021, supra, que utilicen sistemas aéreos para tomar capturas de fotos o videos sin su 

consentimiento y sin una orden de registro en lugares que hay expectativa de intimidad. En 
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consecuencia, concluimos que procede desestimar la Demanda, puesto que no existe una 

incertidumbre jurídica con relación a la controversia traída ante la consideración de este tribunal 

en el presente caso. 

C. 

Por último, en el presente caso, CRH solicitó que este tribunal deje sin efeto la vigencia de 

la Ley 68-2021, supra, por ser vaga y amplia en su prohibición en torno a la utilización de los 

sistemas aéreos no tripulados. Conforme surge, el Art. 678 (3) del Código de Enjuiciamiento Civil, 

supra, dispone que no podrá otorgarse un “injuntion” o entredicho para impedir la aplicación u 

observancia de cualquier ley de la Asamblea legislativa de Puerto Rico, a menos que se hubiera 

determinado por sentencia final, firme, inapelable e irrevisable que dicha ley o actuación 

autorizada por ley es inconstitucional o inválida. 

Sin embargo, no habiéndose validado el planteamiento de inconstitucionalidad en este 

caso, tampoco procede conceder el “injuntion” solicitado por CRH.  

IV. SENTENCIA 

Por los fundamentos antes expuestos, se declara HA LUGAR la Moción De Desestimación 

radicada por el ELA y se desestima la Demanda de autos con perjuicio. 

REGÍSTRESE Y NOTIFÍQUESE. 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de marzo de 2023. 

f/ARNALDO CASTRO CALLEJO 

  JUEZ SUPERIOR 
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